Necesidad de reformas electorales en Nicaragua para asegurar las garantías de 
participación política y la democratización del país 


La democracia necesidad de reformas electorales para la democratización del país es un 
tema de gran importancia para todos los nicaragüenses, sobre todo en el contexto actual del país, 
donde existen violaciones a derechos constitucionales y fundamentales que impiden que exista 
un verdadero respeto a la soberanía del pueblo. Bajo esta premisa sabremos en que están fallando 
los procesos electorales y plantaremos algunas propuestas para lograr que esto se lleve a cabo 
Las leyes debe estar encargadas de proteger y velar que estos derechos y garantías sean 
protegidos y cumplir con lo que está establecido en la ley. 


La Constitución Política de Nicaragua establece en el artículo 7 del Título II “Sobre el 
Estado”, que Nicaragua es una República democrática. La democracia se ejerce de forma directa, 
participativa, y representativa. Las funciones delegadas del Poder Soberano se manifiestan a 
través del Poder Legislativo, Poder Ejecutivo, Poder Judicial y Poder Electoral. Tienen funciones 
especializadas y separadas, colaborando armónicamente entre sí para la realización de sus fines. 

La Asamblea General de las Naciones Unidas en la 46 a sesión plenaria del 8 de 
noviembre de 2007, aprobó la Resolución (A/RES/62/7), de “ Apoyo del sistema de las Naciones 
Unidas a los esfuerzos de los gobiernos para la promoción y la consolidación de las 
democracias nuevas o restauradas”, donde reafirma que la democracia es un valor universal 
basado en la voluntad libremente expresada de los pueblos de determinar su propio sistema 
político, económico, social y cultural, y en su participación plena en todos los aspectos de su 
vida. 


Esta Resolución, reafirma también que, si bien las democracias comparten características 
comunes, no existe un modelo único de democracia, y que ésta no pertenece a ningún país o 
región. Es decir, hoy en día hay tantas formas diferentes de democracia como naciones 
democráticas en el mundo. No hay dos sistemas que sean exactamente el mismo y no hay un 
sistema que pueda ser tomado como “modelo”. 



Hay democracias parlamentarias y presidenciales, democracias de carácter federal o 
unitario, las que utilizan un escrutinio proporcional, que utilizan un sistema mayoritario, 
democracias que también son monarquías y así sucesivamente. 

Una de las cosas que une a los sistemas modernos de democracia, y que también se 
distinguen del antiguo modelo, es el uso de los representantes del pueblo. En lugar de tomar 
parte directamente en la elaboración de las leyes, las democracias modernas usan las elecciones 
para seleccionar a los representantes que son enviados por el pueblo para gobernar en su nombre. 
Un sistema de este tipo se conoce como democracia representativa. Actualmente en Nicaragua 
existe una crisis de fondo de la representatividad democrática, entendida como la hegemonía de 
las minorías a expensas de la mayoría que dicen representar. 

Se puede llamar “democracia” porque está, por lo menos en cierto grado, basada en dos 
principios: la igualdad de todos (una persona, un voto), y el derecho de toda persona a un cierto 
grado de autonomía personal, es decir, la idea de que nadie debe estar sujeto a reglas que han 
sido impuestas por otros. Las personas deben ser capaces de controlar sus propias vidas (dentro 
de lo razonable). 

Debido a que ofrece un mecanismo sencillo, la democracia tiende a ser “regla de la 
mayoría”, pero una regla de la mayoría puede significar que algunos intereses de la gente nunca 
sean representados. Una auténtica forma de representar intereses de todo el mundo es la de 
utilizar la toma de decisiones por consenso, donde el objetivo es encontrar puntos de interés 
comunes. 

La relación entre los derechos humanos y la democracia es muy profunda en ambas 
direcciones: cada una de ellas de alguna manera depende de la otra y es incompleta sin la otra. 
Los derechos humanos, el estado de derecho y la democracia están relacionados entre sí, se 
refuerzan mutuamente y se cuentan entre los valores y principios fundamentales, universales e 
indivisibles de las Naciones Unidas (A/RES/62/7, p.l) 



El artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) nos dice 
que “la voluntad del pueblo es la base de la autoridad del gobierno”: por lo que la democracia es, 
en efecto, la única forma de gobierno coherente con los derechos humanos. 

Sin embargo, una “democracia” también es incompleta sin un profundo respeto de los 
derechos humanos. Participar en el Gobierno de forma genuina, es casi imposible sin que otros 
derechos fundamentales sean respetados. Considera los siguientes por ejemplo: 

1. Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión (DECLARACIÓN 
UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS, artículo 18). Este es uno de los primeros derechos 
fundamentales en una democracia: las personas deben ser capaces de pensar libremente, en 
cualquier creencia importante para ellos, sin ser castigados por ello. Los Gobiernos a lo largo de 
la historia han tratado de limitar este derecho porque tienen miedo de que si la gente piensa en 
otras formas de gobierno, esto pondría en peligro el sistema vigente. Por lo tanto, han arrestado a 
las personas que simplemente tenían “malos” pensamientos (este tipo de personas es conocido 
como presos de conciencia.) Sin embargo, una sociedad sin un pluralismo de opiniones no es 
solo intolerante; también limita sus posibilidades de desarrollarse en nuevas y posiblemente 
mejores direcciones. 

2. Libertad de Expresión (DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS 
HUMANOS, artículo 19). Es importante no solo ser capaz de pensar lo que uno quiera, sino 
también poder expresar esa opinión en voz alta, cualquiera que sea esa opinión. Si se impide a 
las personas hablar de sus puntos de vista con otras personas, o presentarlas en los medios de 
comunicación, ¿cómo pueden “participar” en el Gobierno? Su opinión ha sido básicamente 
interrumpida de las posibles alternativas a considerar. 

3. Libertad de reunión y de asociación pacíficas (DUDH artículo 20). Este derecho te 
permite discutir ideas con otras personas que así lo deseen, para formar grupos de interés o 
grupos de presión, o para reunirse y protestar contra las decisiones con las que no estés de 
acuerdo. Tal vez esta actividad sea a veces incómoda para los gobiernos; sin embargo, es 



esencial si se quiere que los distintos puntos de vista puedan darse a conocer y tenerse en cuenta. 
Y eso es parte de la democracia. 

Estos son solo tres derechos humanos que están intrínsecamente vinculados con la idea de 
la democracia, pero la violación de otros derechos humanos, también influyen en la medida en 
que diferentes personas no sean capaces de participar en el Gobierno. La pobreza, la mala salud, 
o la falta de un hogar, puede hacer que sea más difícil para alguien que su voz sea oída, y 
disminuir el impacto de su elección en comparación con los otros. La infracción de sus derechos 
hace sin duda que sea imposible que la persona de la que se trate sea elegida para un cargo 
público. (Consejo de Europa. Manual de Educación en Derechos Humanos con jóvenes). 

En Nicaragua, desde que se instaló la democracia a partir del año 1990, se han realizado 
seis procesos electorales generales (en los años: 1990, 1996, 2001, 2006, 2011, 2016), para elegir 
a las autoridades nacionales: presidente y vicepresidente de la República, Diputados ante la 
Asamblea Nacional y al Parlamento Centroamericano. También se han realizado varios procesos 
electorales de autoridades municipales: alcaldes, vicealcaldes y concejales; y gobiernos 
regionales de la Costa Caribe: Miembros de los Consejos de las Regiones de la Costa Caribe. 

Como resultado tenemos que el actual presidente de la República ha gobernado de 
manera continua en los últimos 13 años, es decir en tres periodos presidenciales y producto de 
dos reelecciones consecutivas. 

Sobre este caso, existe un hecho notorio y particular como lo es que la elección del 
presidente de la República en los comicios electorales de noviembre del año 2011, es ilegítima, 
ilegal e inconstitucional, por reelegirse como candidato presidencial en contravención del 
Artículo 147 de la Constitución Política que establecía que no podía ser candidato a la 
Presidencia: “El que ejerce o hubiera ejercido en propiedad la presidencia de la República en 
cualquier tiempo del período en que se efectúa la elección para el período siguiente, ni el que la 
hubiere ejercido por dos periodos presidenciales” y amparado en la Sentencia No. 504 de la 
Corte Suprema de Justicia, Sala de lo Constitucional, de las cinco de la tarde del diecinueve de 



octubre del año dos mil nueve; máxime que con las nuevas Reformas a los Artículos 146 y 147 
de la Constitución Política realizadas en el año 2014, permite la reelección indefinida. 

Es decir, el presidente Ortega, quien en esa época ya había ejercido dicho cargo por dos 
períodos presidenciales (durante los años 1984-1990 y 2007-2011), además de ir en contra de la 
reelección continua, registró su candidatura en las elecciones del año 2011 como candidato del 
partido Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), pese a encontrarse inhabilitado para 
participar en las elecciones. 

Cabe resaltar que existen muchos señalamientos de parte de la población, organizaciones 
no gubernamentales que trabajan por los derechos humanos y la democracia, así como de la 
comunidad internacional sobre la injerencia política en las decisiones del Consejo Supremo 
Electoral y que en las últimas elecciones realizadas en los años 2011 y 2016 han sido 
severamente cuestionadas por la oposición, debido a la destitución de dieciséis diputados 
opositores en los meses previos a la elección, por la falta de observadores internacionales en los 
procesos electorales, y por las denuncias de fraude electoral e intimidación a votantes por parte 
del partido oficialista. 

En su informe final Elecciones Generales y al Parlacen 2011 de la misión de observación 
electoral de la OEA, se señala que las elecciones del seis de noviembre han supuesto un 
retroceso en la calidad democrática de los procesos electorales nicaragüenses por la escasa 
transparencia y neutralidad con que han sido administradas por el Consejo Supremo Electoral 
(CSE). A lo largo del proceso, un CSE prácticamente monocolor en todos sus niveles ha dado 
muestras de escasa independencia respecto al oficialismo y generado condiciones de competición 
desfavorables y obstrusivas para la oposición, que se ha visto desplazada de cualquier 
representación efectiva en la administración electoral. Algunas organizaciones de observación 
nacional de larga trayectoria no fueron acreditadas y la fiscalización efectiva del proceso por 
parte de la oposición ha sido entorpecida por el Consejo Supremo Electoral (Informe Final, p. 3). 

Por su parte, la Organización de Estados Americanos (OEA), en su informe final de la 
misión de acompañamiento electoral de las elecciones municipales de Nicaragua, del 5 de 



noviembre del 2017, establece que la Misión refleja en este informe las principales 
observaciones y recomendaciones sobre el proceso electoral. Se han identificado avances 
importantes en diversos componentes, así como debilidades propias de todo proceso. Estos 
elementos, sumado a los hallazgos constatados y las denuncias recibidas por la Misión, permiten 
valorar que existe espacio para fortalecer el ámbito legal, técnico, procedimental, tecnológico y 
humano, de los procesos electorales de Nicaragua. Se adjuntan a este informe, las observaciones 
específicas realizadas por la Misión en materia de organización electoral, tecnología electoral, 
registro electoral, género, financiamiento político y justicia electoral, que pueden contribuir a ese 
propósito. 

El sistema electoral nicaragüense se beneficiaría de una reforma electoral comprehensiva 
que abarque diversos temas. Es necesario un marco jurídico y administrativo de carácter 
permanente, en busca de mayor confianza y seguridad a las fuerzas políticas y a la ciudadanía 
(Informe final, p. 19). 

Según el artículo periodístico “OEA viene a negociar reforma electoral... ¿con Ortega), 
en Nicaragua, además, ya existe desde 2010 un proyecto de reformas electorales, elaborado por 
un Grupo Promotor que reunió a catorce organizaciones de la sociedad civil, que incluyó las 
recomendaciones de observadores electorales nacionales e internacionales desde 2006. 

El Grupo Cívico Ética y Transparencia afirmó en un comunicado que en Nicaragua 
“podríamos ir a elecciones seis meses después de conformado un nuevo CSE enteramente 
apartidista, sin necesidad de reformas legales que dilatarían el proceso”. 

Solo advirtieron que sería “urgente garantizar la supervisión internacional que garantice 
la implementación de todo el articulado de la ley, principalmente aquellos artículos de 
transparencia, control y participación que el actual CSE negó para realizar más cómodamente los 
fraudes de los últimos años”. (Confidencial: 3 junio 2018). 

Previo al estallido social del 18 de abril del año 2018, el gobierno de Nicaragua, había 
acordado con la Organización de Estados Americanos realizar una reforma a la Ley Electoral, 



además de proponer reformas electorales, la OEA presentó su plan de “Apoyo Técnico al 
Consejo Supremo Electoral”, y la “Implementación de Recomendaciones Técnicas” al Poder 
Electoral, como parte de un “Memorando de Entendimiento” con la Secretaría General de la 
OEA firmado en febrero de 2017, para el “fortalecimiento Institucional Político-Electoral”. 

En el contexto de la crisis actual, donde existe un acelerado deterioro de la economía 
nacional, la sistemática violaciones a los derechos humanos, falta de institucionalidad en los 
poderes del Estado. 

Observación Nacional 

Nicaragua necesita reformas que aseguren la participación política para lograr una 
verdadera democracia, donde el pueblo tenga una plena participación política, una de ellas es la 
observación nacional en los procesos electorales, según el “informe final de las elecciones 
generales y parlacen 2011 ” el Consejo Supremo Electoral cercenó gravemente los derechos de 
los derechos de los observadores electorales nacionales a través de diferentes mecanismos de 
limitar la libertad de movimientos de observadores a itinerarios y el prolongamiento de 
solicitudes de acreditación de organismos internacionales, tanto el Consejo Supremo Electoral 
como la ley electoral deberían garantizar que cualquier proceso u operación relativa al proceso 
electoral sean claramente establecidos y de procedimientos detallados sobre la observación 
electoral para lograr un pleno proceso democrático. 

Registro de candidatos 

El artículo 147 de la “Constitución Política” restringe la reelección consecutiva del 
Presidente. Sin embargo el actual Presidente lleva dos períodos presidenciales reeligiéndose de 
manera consecutiva, el hecho del que el presidente pudiera reelegirse por segunda vez en el año 
2016 fue avalado por la sala constitucional de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) tras un 
proceso iniciado y resuelto en un lapso de tan solo cuatro días. La sala constitucional declaró no 
aplicable la sección del artículo 147 de la Constitución que prohíbe la reelección consecutiva por 
considerar dicha prohibición contraria al principio de igualdad consagrado en el mismo texto, sin 



embargo el hecho de que el actual presidente pueda seguir reeligiéndose es una grave violación a 
la democracia, la participación y derechos políticos los nicaragüenses, es necesario que la 
Constitución Política limite la reelección presidencial para asegurar la democracia 


Administración electoral. 

Es un conjunto de órganos del poder político que debe garantizar la legalidad e igualdad 
como lo estipula la ley, con el fin de elegir nuestras autoridades que nos representaran en un 
determinado tiempo. 

El proceso electoral debe cumplir con cuatros puntos fundamentales como son: la 
legislación electoral debe detallar cada una de las fases, etapas, actividades y procedimientos 
dirigidos a evitar cualquier error o ilegalidad; en segundo lugar, las autoridades electorales deben 
designarse de acuerdo con las particularidades políticas y sociales del país o la región; y en tercer 
lugar, esas autoridades deben tener competencias institucionales para desempeñar sus funciones 
conforme a los principios generales que rigen los procesos electorales: certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, transparencia y objetividad. 

Según informes que brindo la unión europea se demostró un alto nivel de organización, pero el 
suministro de información adecuada y oportuna al partido político y al electorado su desempeño 
fue extremadamente pobre y tuvo como consecuencia un proceso opaco. Ejemplo claro es la 
acreditación de los fiscales, el consejo supremo electoral no cumplió con lo establecido en la ley, 
ya que el plazo para las acreditaciones eran diez días antes, y el CSE, acredito al partido PLI a 
tan solo un día antes de las elecciones, sin lugar a duda estamos viviendo en unas elecciones que 
son imparciales donde el poder electoral es manipulado e inclinado a un solo partido político, el 
cual solo lo usan para sus conveniencia, con el objetivo de obtener un resultado positivo a favor 
de ellos. 

Padrón electoral. 

Es el listado o nomina, que se utiliza para hacer referencias al registro en el que se 
encuentran habilitados las personas para votar en las elecciones de las autoridades que la 
población va a escoger. 



Hoy en día el padrón electoral que se realiza en nuestro país no es confiable debido a que 
aparecen un sin números de personas fallecidas. Incluye emigrantes, para las cuales no hay 
provisiones prácticas de voto, aunque legalmente tienen todo el derecho de ejercerlo como 
cualquier otro nicaragüense. A esas circunstancias de las 4.328.094 entradas de registro de 
informe general para las entradas de las elecciones del año 2011, el CSE estimo que alrededor de 
3.3 millones correspondían a ciudadanos con derecho a voto residente en el país. 

Otra de la problemática que existe en nuestro país es que las personas de un determinado partido 
político contrario no salen en el padrón electoral donde debe de salir, sin embargo, el del partido 
que está en el poder jamás pasa eso, es decir siempre se encuentra en los padrones electorales del 
lugar donde el corresponde. 

El tema de la democracia de nuestro país está pasando por una etapa oscura, debido a las 
ambiciones algunos individuos, para conservar el poder, el irrespeto a derechos individuales y 
constitucionales es alarmante, y en un ambiente así es necesario que haya un cambio, y este 
cambio debe iniciar desde las leyes. 

Las reformas a la ley electoral son necesarias para resguardar y proteger la participación 
política de la gente, respetar la libertad de expresión, y a la igualdad ante la ley, para esto leyes 
deben ir de la mano con la democracia para que así todos los aspectos de un proceso electoral 
sean claros precisos, que establezcan mecanismos que aseguren la soberanía del pueblo, para 
esto debe haber una autonomía de los poderes del estado sobre todo la ley electoral que es la 
encargada de vigilar que estos procesos, desde la observación nacional, como la administración 
electoral y el registro de candidatos, y que estos no dejen margen a que se utilicen los medios 
democráticos de manera corrupta para conseguir el poder. 
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